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S E N T E N C I A 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

I. 

El 8 de julio de 2016, notificada el 11, el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Ponce, emitió Sentencia declarando Ha Lugar 

Demanda sobre incumplimiento de contrato. A la Sentencia se 

anejó el formulario OAT 750-Notificación de Resoluciones y 

Órdenes.  Inconforme con la determinación, el 9 de agosto de 2016, 

Universal Insurance Company recurrió ante nos mediante Recurso 

de Apelación. Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, desestimamos el recurso por prematuro.  

Elaboremos. 

II. 

Conviene desde ahora destacar que en Dávila v. R.F. 

Mortgage1 se reiteró que como parte del debido proceso de ley, la 

notificación de un dictamen judicial final es un requisito con el que 

se debe cumplir de modo tal que el ciudadano afectado pueda 

enterarse de la decisión final que se ha tomado en su contra. De 

                                                 
1 182 DPR 86 (2011). 
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forma reiterada establece que la importancia de la notificación final 

“radica en el efecto que tiene dicha notificación sobre 

procedimientos posteriores al dictamen final emitido en un proceso 

adjudicativo. La falta de una debida notificación podría afectar el 

derecho de una parte a cuestionar el dictamen emitido”.2  Ello 

pues, “la correcta y oportuna notificación de las ordenes y 

sentencias es requisito de un ordenado sistema judicial”.3 Una 

notificación a destiempo puede causar demoras y graves 

consecuencias en el proceso judicial. Crea un grado de 

incertidumbre en cuanto al término para acudir a un tribunal de 

mayor jerarquía en busca de revisión. La notificación defectuosa de 

un dictamen judicial final no activa los plazos para solicitar su 

reconsideración, revisión o apelación, ante el foro intermedio 

apelativo, pues no se notificó según lo requiere el debido proceso 

de ley.4 

Como parte de un sistema judicial ordenado existen varios 

formularios para las notificaciones.  Cuando se trata de una 

resolución u orden interlocutoria, el tribunal le notifica a las partes 

utilizando la forma  OAT 750, la cual no contienen aviso ninguno 

sobre el término para acudir a un tribunal de mayor jerarquía.5  

Por el  contrario, cuando se trata de una sentencia, el tribunal le 

notificará utilizando la forma OAT 704. Asimismo, cuando se 

trata de una resolución u orden sobre una moción de 

reconsideración que disponga del asunto, el tribunal le notificará 

utilizando la forma OAT 082. La razón es que tal formulario 

contiene una advertencia sobre el término que las partes poseen 

para acudir ante el tribunal de mayor jerarquía.  Un formulario 

incorrecto el cual no le notifica a las partes en cuanto a su término 

                                                 
2 Río Construction v. Mun. De Caguas, 155 DPR 394 (2001). 
3 J.A. Cuevas Segarra, Práctica Procesal Puertorriqueña: Procedimiento Civil, 
San Juan, Pubs. JTS, 1979, Vol. II, Pág. 436. 
4 Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000). 
5 De Jesús v. Corp. Azucarera de P.R., 145 DPR 899 (1998). 
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para apelar sería catalogado como defectuoso y el término para 

apelar no comienza a transcurrir.6 

Como cuestión de justiciabilidad, un recurso prematuro 

priva de jurisdicción apelativa para considerarlo en sus méritos y, 

en derecho, procede su desestimación.7 Ni siquiera es posible 

conservar en nuestros archivos un recurso apelativo prematuro 

con el propósito de luego reactivarlo.8 Conforme a ello, la Regla 83 

de nuestro Reglamento,9 sobre desistimiento y desestimación, nos 

concede facultad para desestimar por iniciativa propia un recurso 

de apelación o denegar la expedición de un auto discrecional, entre 

otras razones, por falta de jurisdicción.10 

III. 

Como indicamos al inicio de esta Sentencia, el 8 de julio de 

2016 el Tribunal de Primera Instancia emitió Sentencia  declarando 

Ha Lugar Demanda sobre incumplimiento de contrato.  Dicha 

Sentencia fue notificada el 11 de julio de 2016 con el formulario 

OAT 750-Notificación de Resoluciones y Órdenes, cuyo formato no 

contiene la finalidad del dictamen ni informa a las partes sobre su 

derecho a apelar.11  Tal defecto impidió que el dictamen emitido 

por el Tribunal fuera final y apelable, pues no apercibió a las 

partes de su derecho a apelar, según el orden procesal vigente.12   

                                                 
6 Dávila v. R.F. Mortgage, 182, DPR 86 (2011). 
7 Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 DPR 920, 936 (2011). 
8 Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153, 154 (1999). 
9 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. 
10 La Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, sobre 

desistimiento y desestimación, dispone en lo pertinente: 

(A) […] 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier momento la desestimación de un 
recurso por los motivos siguientes: 

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de jurisdicción; 

(2) que el recurso fue presentado fuera de término de cumplimiento estricto 

dispuesto por ley sin que exista justa causa para ello. 

(3) que no se ha presentado o proseguido con diligencia o de buena fe; 
(4) que el recurso es frívolo y surge claramente que no se ha presentado una 

controversia sustancial o que ha sido interpuesto para demorar los 

procedimientos; 

(5) que el recuso se ha convertido en académico. 

(C)  El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa propia, podrá desestimar un 

recurso de apelación o denegar un auto discrecional por cualesquiera de los 
motivos consignados en el inciso (B) precedente. (Énfasis nuestro). 
11 Dávila v. R.F. Mortgage, 182 DPR 86 (2011). 
12 Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649 (2000). 
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Por ello, estamos impedidos de pasar juicio sobre las 

determinaciones aquí recurridas.  Forzoso es concluir, que no 

tenemos jurisdicción como foro intermedio apelativo para 

considerar el recurso presentado, por ser prematuro y no 

ejecutable.  Ante ello, el único curso decisorio a seguir es 

desestimarlo.13 

Al amparo de la Regla 18 (B) de nuestro Reglamento,14 el 

Tribunal de Primera Instancia puede proceder de conformidad con 

lo aquí resuelto, sin que tenga que esperar por nuestro mandato. 

Se le ordena a la Secretaría del Tribunal de Apelaciones que 

desglose, a favor de la Universal Insurance Company, las copias de 

los apéndices para ser utilizados en una futura revisión a 

presentarse una vez el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Ponce, notifique a las partes su dictamen final con el formato OAT 

704-Notificación de Sentencia.15  

El (la) Juez Administrador (a) y el Secretario del Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Ponce, deberán informar a los 

funcionarios de la Secretaría sobre los requisitos vigentes y el 

formato que procede en la notificación de Sentencias. Las partes 

                                                 
13 Pérez v. C.R. Jiménez, Inc., 148 DPR 153 (1999). 
14 Regla 18- Efecto de la Presentación del escrito de apelaciones en casos civiles.  

(A) Suspensión.--Una vez presentado el escrito de apelación, se 

suspenderán todos los procedimientos en el Tribunal de Primera 

Instancia respecto a la sentencia, o parte de la misma, de la cual se 

apela, o a las cuestiones comprendidas en ella, salvo orden en 

contrario, expedida por iniciativa propia o a solicitud de parte por el 
Tribunal de Apelaciones; pero el Tribunal de Primera Instancia podrá 

proseguir el pleito en cuanto a cualquier cuestión no comprendida en la 

apelación.  

(B) Cuándo no se suspenderá.--No se suspenderán los procedimientos 

en el Tribunal de Primera Instancia cuando la sentencia dispusiere la 
venta de bienes susceptibles de pérdida o deterioro. En ese caso el 

Tribunal de Primera Instancia podrá ordenar que dichos bienes sean 

vendidos y su importe depositado hasta tanto el tribunal de apelación 

dicte sentencia.  

No se suspenderán los efectos de una decisión apelada, salvo una 

orden en contrario expedida por el Tribunal de Apelaciones, por 
iniciativa propia o a solicitud de parte, cuando ésta incluya 

cualesquiera de los remedios siguientes:  
(1) Una orden de injunction, de mandamus o de hacer o desistir.  

(2) Una orden de pago de alimentos.  

(3) Una orden sobre custodia o relaciones filiales.  

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 18.  
15 Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones de 2004, 4 LPRA Ap. 

XXII-B.   
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no pueden continuar perjudicándose e invirtiendo recursos 

económicos en la presentación de escritos inoficiosos que no han 

sido notificados correctamente por la Secretaría de los Tribunales 

de Primera Instancia.  La norma sobre la notificación de las 

determinaciones del foro primario mediante los formularios 

correctos es una trillada y está en manos de la Oficina de 

Administración de los Tribunales garantizar la correcta 

notificación.  Solo así impartimos vitalidad a la garantía de acceso 

a la justicia. 

IV. 

Por los fundamentos de derecho antes expuestos, se 

desestima el recurso por falta de jurisdicción al ser prematuro. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Flores García emite Voto Particular. 

 

 

 
 
 

                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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VOTO DE PARTICULAR DEL  

JUEZ GERARDO A. FLORES GARCÍA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 

El acceso a la justicia ―es el principal derecho—

el más importante de los derechos humanos—en un 

sistema legal moderno e igualitario que tenga por 

objeto garantizar, y no simplemente proclamar, los 

derechos de todos‖ por lo que requiere un sistema 

judicial que garantice su ejercicio pleno.
1
  

Según se conoce, la Constitución federal, como la 

local, le garantizan a un ciudadano que en las 

ocasiones en que el Estado pretenda interferir o 

interfiera con su vida, libertad o el disfrute de su 

propiedad, se le garantice un debido proceso de ley. 

Enmiendas 5, 6 & 14, Const. EE.UU., LPRA, Tomo 1; Art. 

II, Sec. 7 Const. ELA, LPRA, Tomo 1. Esa protección 

                                                 
1
 ―El acceso a la justicia como derecho‖, en H. Birgin y B. Kohen, Acceso 

a la justicia como garantía de igualdad. Instituciones, actores y 

experiencia comparadas, Buenos Aires, Ed. Biblos, 2006, págs. 16–17, 

según citado en Lozada Sánchez v. JCA, 184 DPR 898, 986–987 (2012). Véase 

además, Efrén Rivera Ramos, La igualdad: una visión plural, 69 Rev. Jur. 

UPR 1 (2000).    
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constitucional cobra sentido y vitalidad a través del 

derecho que tiene un ciudadano a que su reclamo sea 

elevado ante el Poder Judicial y atendido por un 

juzgador imparcial que servirá de árbitro entre el 

ejercicio del poder estatal y los derechos y 

obligaciones de la ciudadanía.  

Además de las leyes que regulan esa delicada 

relación entre el poder del Estado sobre sus 

gobernados y el de la ciudadanía para reivindicar sus 

derechos, la Constitución de Puerto Rico ha delegado 

al Poder Judicial la adopción de las reglas 

procesales, así como las reglas para la administración 

de los tribunales, que regulan los procesos 

judiciales. Art. V, Secs. 6 y 7 Const. ELA, LPRA, Tomo 

1. En el ejercicio de ese poder, se han adoptado las 

reglas de procedimiento civil, así como los 

reglamentos de los tribunales de primera y segunda 

instancia y del Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

Véase, 32 LPRA Ap. V; 4 LPRA Ap. XXII. Tanto las reglas 

de procedimiento civil, como los reglamentos para el 

funcionamiento de las tres instancias judiciales 

aspiran a promover una interpretación que facilite el 

acceso a los tribunales y el manejo de los 

procedimientos de una forma que garanticen una 

solución justa, rápida y económica de todo 

procedimiento. 32 LPRA Ap. V, Regla 1.    

De igual forma, además del mandato constitucional 

viabilizado por el Poder Judicial en las reglas 

procesales, la Ley de la Judicatura, así como otra 

legislación, reiteran la obligación de promover el 

acceso a la justicia a nuestros ciudadanos. Nuestra 

Ley de la Judicatura aspira a una Rama Judicial 
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―independiente y accesible a la ciudadanía; [que] 

prestará servicios de manera equitativa, sensible y 

con un enfoque humanista, y operará bajo sistemas para 

el manejo de casos de forma efectiva y rápida, sin 

menoscabar los derechos sustantivos y procesales de la 

ciudadanía‖.
2
 4 LPRA § 24a  

La política de acceso a la justicia ha quedado 

plasmada además en el Plan Estratégico de la Rama 

Judicial de Puerto Rico 2012-2015, se ha constituido 

una Comisión de Acceso a la Justicia adscrita al 

Tribunal Supremo y se ha promovido la celebración del 

Congreso de Acceso a la Justicia en la XXII 

Conferencia Judicial. In re: Comisión de Acceso a la 

Justicia, 158 DPR 703 (2003). Asimismo, el Tribunal 

Supremo ha destacado su importancia como política 

pública a través de su casuística. Álamo Romero v. 

Adm. de Corrección, 175 DPR 314 (2009); Fraya v. ACT, 

162 DPR 182 (2004); Defendini Collazo v. ELA, 134 DPR 

28 (1993). Véase además, L. Fiol Matta, J., Knowing 

the communities we serve, 49 Court Review, 13, 2013; 

Federico Hernández Denton, Acceso a la justicia y 

estado de derecho, 81 Rev. Jur. UPR, 1129 (2012).  

A pesar del evidente mandato, diariamente se 

acrecientan las diversas barreras que impiden un 

verdadero acceso a los tribunales de justicia. Las 

barreras al acceso a la justicia en los tribunales son 

diversas, complejas, en ocasiones son evidentes, en 

otras se manifiestan sutilmente o con apariencia de no 

existir, pero redundan en el mismo efecto de impedir a 

la ciudadanía presentar sus causas. El acceso a la 

justicia se puede ver limitado sustantivamente por el 

                                                 
2
 Véase además, Ley Núm. 165-2013, conocida como ―Ley del Fondo para el 

Acceso a la Justicia de Puerto Rico‖, 4 LPRA § 694, et seq.  
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contenido de la norma jurídica, requisitos procesales, 

aranceles y costos de litigio, el acceso a una 

adecuada representación legal, el acceso físico a 

centros de orientación y a los tribunales de justicia, 

entre otras barreras. Además de este tipo de 

obstáculos, podría incidir sobre la oportunidad de 

acceder al sistema de justicia la naturaleza de la 

controversia planteada, el grupo o clase que hace el 

reclamo, así como el receptor del reclamo. 

En el caso ante nuestra consideración, la 

desestimación del recurso responde a normas jurídicas 

de carácter procesal en los cuales la administración 

de los procesos está en control exclusivo de la 

administración judicial. En ese sentido, corresponde a 

la administración de la Rama Judicial tomar medidas 

urgentes para subsanar aquellos procesos que exigen 

una inmediata corrección, evitando así que miles de 

ciudadanos vean frustrado su oportunidad de tener un 

día en corte, haciendo efectiva la política pública de 

acceso a la justicia.  

A modo de ejemplo y conforme ocurrió en el 

presente caso, en Dávila Pollock et als. v. R.F. 

Mortgage, supra, el Tribunal Supremo concluyó que una 

sentencia o resolución que fuera notificada en el 

formulario incorrecto incidía sobre el derecho 

constitucional a un debido proceso de ley, pues la 

notificación no era adecuada. El foro judicial sostuvo 

que en la medida que no se notificaba en el formulario 

correcto, las partes no eran advertidas adecuadamente 

de su derecho y de los términos para recurrir sobre la 

determinación. En estos casos, aun cuando las partes 

estuvieran ante el foro apelativo, si el formulario 



 
 

 
KLAN201601118    

 

5 

era incorrecto, se estima que el caso es prematuro y 

que el tribunal apelativo carece de jurisdicción para 

revisarlo.
3
 Como resultado, cientos de casos son 

desestimados mensualmente por esta segunda instancia 

judicial, provocando que las partes inviertan miles de 

dólares en aranceles y costos de litigio en recursos 

que son desestimados porque los tribunales lo 

notificaron en los formularios incorrectos. Aunque la 

determinación de Dávila Pollock persigue el loable 

propósito de garantizar el derecho constitucional de 

las partes a un debido proceso de ley a través de una 

notificación adecuada, en su práctica tiene un efecto 

infausto sobre el acceso a la justicia, cuya solución 

está en control exclusivo de la administración de la 

Rama Judicial.  

En primera instancia, corresponde a las 

secretarías de los centros judiciales la notificación 

de las determinaciones en los formularios correctos. 

Sin embargo, aun asumiendo que el ejercicio involucre 

una determinación judicial indelegable a nuestra 

diligente plantilla de funcionarios de la secretaría 

de los tribunales, la solución podría descansar en la 

utilización de un sólo formulario de notificaciones.   

La solución sencilla y económica de notificar las 

notificaciones y sentencias en un sólo formulario que 

contenga unas advertencias precisas y suficientes para 

revisar las sentencias, órdenes y resoluciones podría 

impartirle uniformidad al proceso, evitar los errores 

de los tribunales primarios, los costos innecesarios y 

propender un acceso adecuado a la justicia. Asimismo, 

                                                 
3
 El respetado compañero Brau Ramírez apunta a una interpretación 

distinta de la norma. A modo de ejemplo, véase votos disidentes en 

KLAN201500058; KLAN201401462; KLAN201400889; KLAN201301966.   
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se podría enmendar el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones para que las partes acrediten en su 

recurso que la determinación recurrida fue notificada 

en el formulario correcto y puedan verificar mediante 

ese ejercicio la corrección de la notificación del 

formulario antes de movilizar la maquinaria judicial y 

cancelar aranceles.  

En fin, se trata de soluciones sencillas y de 

rápida disposición, pero que tienen un efecto 

significativo en la reducción de costos de litigio, en 

poner en marcha innecesariamente la maquinaria 

judicial y en asegurar un verdadero acceso a la 

justicia. Es tiempo de pasar de la tinta a la acción e 

impartirle vitalidad y efectividad a las políticas de 

acceso a la justicia.  

El problema reseñado no puede ser visto 

aisladamente. Las barreras de acceso a la justicia se 

han ido incrementando recientemente como resultado del 

asalto constitucional a la independencia de la Rama 

Judicial a través de la reducción presupuestaria y a 

ciertas determinaciones administrativas. Véase, Aponte 

Hernández v. Acevedo Vilá, 167 DPR 149 (2006) (opinión 

disidente Jueza Rodríguez Rodríguez). Véase además, 

Díaz Saldaña v. Acevedo Vilá, 168 DPR 359 (2006); 

Flast v. Cohem, 392 US 83 (1968). 

Hoy, la Rama Judicial puertorriqueña es menos 

accesible a los ciudadanos como resultado, además del 

rigor de ciertas normas jurídicas, del cierre de 

decenas de tribunales que impiden a sectores 

marginados acceder físicamente a las puertas de la 
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justicia
4
, a la reducción de servicios mediante cierres 

parciales y totales
5
, al aumento en los aranceles 

judiciales para la presentación de recursos
6
, a la 

relocalización de la sede del Tribunal de Apelaciones 

a un sector comercial poco accesible al ciudadano de a 

pie
7
, a la reducción en el personal que ofrece 

servicios directos a los ciudadanos y de apoyo a 

jueces, a la reducción en los fondos y recursos 

disponibles para ofrecer representación legal de 

oficio
8
, al desconocimiento de las normas jurídicas en 

los casos de auto-representación y a los términos 

reducidos en los procesos apelativos y requisitos de 

fianza en leyes especiales que inciden directamente 

sobre la ciudadanía
9
, entre otros factores.  

Hoy los puertorriqueños y puertorriqueñas tienen 

mayores barreras físicas, económicas y procesales para 

que las disputas que surgen entre sí y con el Estado 

sean atendidas en foros judiciales accesibles a todos 

y todas. Como tribunal intermedio, nos corresponde 

irremediablemente aplicar la norma fijada. Está en 

manos de los administradores de los tribunales, los 

poderes constitucionales, nuestra clase togada y sus 

asociaciones, las escuelas de derecho, sus profesores, 

las organizaciones sociales y otros sectores aunar 

                                                 
4
 Véase, Constitución de Puerto Rico, Art. V, §§ 2, 13; 

http://www.noticel.com/noticia/176305/recortes-a-rama-judicial-traen-

cierre-de-decena-de-salas-de-primera-instancia.html   
5
 Véase, OAJP-2015-039; Orden Administrativa de la Jueza Presidenta del 

11 de marzo de 2015 sobre cierres parciales en los tribunales.  
6
 In re: Aprobación de los Derechos Arancelarios pagaderos a los(as) 

Secretarios(as), Alguaciles (as) y a otro personal de la Rama Judicial 

que ejerce funciones de recaudación, res. Del 9 de marzo de 2015, 2015 

TSPR 21, 192 DPR ____ (2015); M-Care Compounding et al. v. Dpto de Salud, 

186 DPR 159 (2012). 
7
 Cecort Realty Dev. Inc. v. Llompart-Zeno, 3:15-CV-01335 JAF, 2015 WL 

1876167 (D.P.R. Apr. 24, 2015) 
8
 Gretchen Coll Martí, El acceso a la justicia en los casos civiles, en 

Primer Congreso de Acceso a la Justicia, Rama Judicial de Puerto Rico, 

2002.  
9
 Véase, Procedimiento Sumario Reclamaciones Laborales, (término de 10 

días) Ley 133-2014; Casos de Desahucio, (término de 5 días) 32 LPRA SEC. 

2831 y (requisito de fianza) 32 LPRA SEC. 2832; Hogar Seguro, (término de 

15 días), 31 LPRA SEC. 1858i; impugnación de subastas, (término de 10 

días), 3 LPRA SEC. 2169.   
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esfuerzos, no necesariamente para continuar disertando 

sobre lo reseñado y trillado, sino para tomar acciones 

afirmativas y concretas que viabilicen un verdadero 

acceso a la justicia.
10
  

La pasada Jueza Presidenta explicaba que, ―when 

courts and poor communities interact, the sometimes 

seem to move on different planes and speak different 

languages.‖
11
 Probablemente la parte en este caso, que 

al final es la verdaderamente afectada, no entienda el 

lenguaje de este tribunal.  

Hoy le comunicamos a esa parte que nuestra 

función y el ejercicio de nuestra discreción judicial 

se limita a cumplir con el rigor de la reiterada norma 

jurídica, lo que forzosamente nos intima a desestimar 

su causa. Sin embargo, nuestro sentido de justicia 

como mínimo nos exige realizar un ejercicio de 

introspección de las causas que motivan las 

desestimaciones recurrentes de los recursos ante este 

foro apelativo y la propuesta de soluciones para 

aminorar este problema. Está en manos de aquellos que 

están en control de los problemas reseñados, 

garantizar que los tribunales y la ciudadanía hablemos 

el mismo idioma.   

 

 

GERARDO A. FLORES GARCÍA 

                   Juez de Apelaciones 

                                                 
10
 Nótese que luego de un voto de conformidad del suscribiente en el caso 

KLAN201301054, se presentó ―Por Petición‖ el Proyecto de la Cámara 2895 

intitulado, ―Para enmendar el primer párrafo de la Regla 43.1; añadir un 

segundo párrafo a la Regla 46; añadir un nuevo tercer párrafo y 

redesignar los actuales tercer, cuarto, quinto y sexto párrafos, 

respectivamente, como cuarto, quinto, sexto y séptimo párrafos de la 

Regla 47; enmendar los incisos (a), (b) y (c) de la Regla 52.2; enmendar 

los incisos (a) y (b) de la Regla 65.3; y enmendar el primer párrafo de 

la Regla 67.1 de las de Procedimiento Civil de 2009, según emendadas, a 

fin de restaurar el acceso a la reconsideración y revisión apelativa.‖ El 

proyecto de ley fue aprobado por la Cámara de Representantes y pende ante 

la consideración del Senado de Puerto Rico.  
11
 L. Fiol Matta, J., Knowing the communities we serve, supra.  


